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PROYECTO DE LEY NÚMERO 167 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se conmemora el bicentenario 
de algunos de los próceres de la Independencia falle-
cidos desde 1816 hasta 1819, y se dictan varias dispo-

siciones para celebrar sus aportes a la República.

“La avenida de los Próceres nace en la carrera nove-

na frente a torre molinos en longitud de 3.6 kilómetros 
con sentido norte occidente a encontrar la variante, 
dentro de los 3.6 kilómetros de longitud en una distan-
cia aproximada de 1.3 kilómetros sobre la diagonal 31 
norte la cual genera una intersección con la carrera 
15 norte vía a proyectar (nota los 1.3 kilómetros ante-
riormente mencionados son el parámetro de la zona de 
espacio denominado el aljibe protocolizada en el POT 
de Popayán). En la misma dirección norte occidente 
sobre predios rurales del municipio de Popayán vere-
da Genagra departamento del Cauca en una extensión 
aproximada de 2.3 kilómetros a encontrar la variante 
de Popayán”.



EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Antecedentes del proyecto:

Objeto:

regla de decisión, según la cual el Congreso de la Repú-
blica no puede incorporar en ellas apropiaciones o par-
tidas no previstas en las normas de presupuesto, pero sí 
puede autorizar gastos, en el ejercicio de su potestad de 

esta Corporación, tales gastos podrán ser efectuados o 
-

ne las partidas y apropiaciones necesarias al momento 
de ejercer su iniciativa en materia de gasto público”.
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PONENCIA POSITIVA PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 129 DE 2015 

SENADO
por medio de la cual se contempla tratamiento dife-
renciado para los miembros de la Fuerza Pública de 
Colombia que son procesados o han sido condenados 
por conductas punibles cometidas en operaciones u 
operativos para el mantenimiento y el restablecimiento 

del orden público
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CONSIDERACIONES DE LOS PONENTES



en razón a la índole e importancia de la actividad que 
cumple la Fuerza Pública, constituyendo éste una si-
tuación particular y especial en que se coloca a éstos 
sujetos en razón a su misma condición, sacándolos de 
lo general y común, para darles un tratamiento espe-
cializado más no diferente, ni mucho menos preferente 
ni privilegiado, como se tiende a creer erradamente, 
atribuyendo connotaciones que ni la Constitución ni la 
ley han previsto para el fuero militar”.

“El miembro de la fuerza pública, así se encuentre 
en servicio activo, ha podido cometer el crimen al mar-
gen de la misión castrense encomendada: en este caso, 
el solo hecho de estar en servicio activo no lo exime de 
ser sometido al derecho penal común. Las prerrogativas 
y la investidura que ostentan los miembros de la fuer-
za pública pierden toda relación con el servicio cuando 
deliberadamente son utilizadas para cometer delitos co-
munes, los cuales no dejan de serlo porque el agente se 
haya aprovechado de las mencionadas prerrogativas e 
investidura, ya que ellas no equivalen a servicio ni, de 
otro lado, tienen la virtud de mutar el delito común en un 
acto relacionado con el mismo. El simple hecho de que 
una persona esté vinculada a la fuerza pública no dota 
a sus propósitos delictivos de la naturaleza de misión de 
la fuerza pública. Ellos continúan siendo simplemente la 
voluntad delincuencial imputable a la persona, desco-
nectada del servicio público de la defensa y de la segu-
ridad públicas, la cual en un plano de estricta igualdad 
deberá ser investigada y sancionada según las normas 
penales ordinarias”. 

“Por los delitos cometidos bajo circunstancias dife-
rentes a las plasmadas en el artículo 221, los miembros 
de la fuerza pública serán juzgados por la jurisdicción 

penal ordinaria; esto es, cuando dichas conductas se 
realizan por dicho personal no estando en servicio 
activo; o cuando no obstante estar en servicio activo 
no tienen relación con el servicio. Por tanto, no toda 
conducta delictuosa realizada por un miembro de la 
Fuerza Pública es de conocimiento de la justicia penal 
militar, debiendo existir un vínculo o nexo de causali-
dad directa entre la conducta y el servicio, para que 
el comportamiento delictuoso sea de su competencia. 
Entendido el servicio como aquel que se relaciona di-
rectamente con las funciones constitucionales y legales 
asignadas a la misma.
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“37. El artículo 21 de la Ley 65 de 1993 establece 
que las cárceles deben albergar únicamente personas 
sindicadas. A su vez, el artículo 22 señala que las peni-
tenciarías están destinadas únicamente para ejecutar 
las penas impuestas en la sentencia de condena. Estas 
dos normas son vulneradas de manera general: todos 
reconocen que en las penitenciarías se encuentran sin-
dicados y en las cárceles condenados, y atribuyen ese 
hecho a la sobrepoblación carcelaria. La violación 
de estas normas legales es tan protuberante que no es 
necesario extenderse sobre este punto. Para el efecto 
bastará, entonces, con remitir a la información conte-
nida en los siguientes cuadros, elaborados con base en 
las cifras aportadas por el Inpec acerca de la pobla-
ción carcelaria a 31 de octubre de 1997: 

(…)
38. De otro lado, el Código de Procedimiento Penal 

(artículo 402), el Código Penal Militar (art. 631) y el 
Código Penitenciario y Carcelario (artículo 27) dispo-
nen que los miembros de la Fuerza Pública cumplirán 
su detención preventiva “en centros de reclusión espe-
cialmente establecidos para ellos y a falta de estos en 
las instalaciones de la unidad a la que pertenezcan”. 
Sin embargo, de las pruebas decretadas se deduce que 
existe un número importante de miembros de la Fuerza 
Pública recluidos en centros penitenciarios ordinarios. 
El Inpec suministró los siguientes datos acerca de su 
distribución regional: 

Regional Central 112
Regional Occidental 123
Regional Norte 43
Regional Oriente 17
Regional Noroeste 120
Regional Viejo Caldas 87
Total: 502
Puesto que la mayor parte de los miembros de la 

Fuerza Pública que se encuentran recluidos en cár-
celes ordinarias pertenecen a la Policía Nacional, la 
Corte le envió un cuestionario a esta institución, con 
el objeto de indagar las causas de esta situación. Esta 
respondió que cuenta únicamente con tres centros de 
reclusión para sus miembros y ex miembros, con un 
cupo total de 366 internos, y que los tres centros ya 
se encuentran en condiciones de hacinamiento. Así, 
señala que el Centro de Reclusión de Facatativá, que 
presenta problemas de servicios públicos, tiene capaci-
dad para 256 internos, pero actualmente alberga 300; 
que el Centro Carcelario Belén de Medellín, que es 
una construcción antigua, que no ofrece las garantías 
de seguridad necesarias, tiene 70 cupos y cuenta en el 
momento con 71 internos ; y que el Centro Piloto de 
Cali, que no tiene la infraestructura de un centro de 
reclusión y no cuenta con la seguridad necesaria, tiene 
capacidad para 40 internos y alberga 60. 

La detención preventiva de los miembros y ex miem-
bros de la Policía Nacional en los centros ordinarios 

hacinamiento que tendrían las cárceles policiales. Pre-

cisamente en atención a esa circunstancia, el Inpec 
expidió la Circular 182 de 1995, en la cual se señaló: 

“Como quiera que por disposición de los artículos 
402 y 403 del Código de Procedimiento Penal se dispo-
ne un sitio de reclusión especial para los miembros de 
la Fuerza Pública, los funcionarios y empleados de la 
Rama Judicial, Ministerio Público, Personal de Prisio-
nes y Cuerpo de Policía Judicial, y en atención a que 
no existe ese centro de reclusión especial en todas las 
ciudades del país que pueda llegar a albergar a todas 
las personas detenidas que hallan pertenecido a algu-
na de estas entidades se hace necesario que a partir 
de la fecha y previendo el ingreso de alguna de estas 
personas a los establecimientos carcelarios del país, 
los señores Directores de establecimientos carcelarios 
tanto de Distrito como de Circuito deberán adecuar se-
gún sus posibilidades un pabellón o sitio especial des-
tinado única y exclusivamente para albergar en ellos 

-
nados, evitando con ello que entren en contacto con el 
resto de la población reclusa” 

“El sistema penitenciario y carcelario de Colombia 
se encuentra, nuevamente, en un estado de cosas que es 
contrario a la Constitución vigente. Los establecimien-
tos penitenciarios y carcelarios en el país se encuen-
tran en una situación de crisis estructural. No se trata 
de ausencia de avances o de acciones por parte de las 
autoridades, puesto que estas han realizado acciones 
encaminadas a solventar el estado de cosas inconsti-
tucional evidenciado por la Jurisprudencia Constitu-
cional en 1998. De hecho, es en gran parte gracias a 
tales acciones de política pública que la Corte Consti-
tucional entendió superado tal estado de cosas vivido 

así como la información que es de público conocimien-
to, evidencia que, nuevamente, el sistema penitencia-
rio y carcelario colombiano se encuentra en un estado 
de cosas contrario al orden constitucional vigente de 
manera grosera, que conlleva un desconocimiento de 
la dignidad humana, principio fundante de un estado 
social de derecho. En otras palabras, el sistema peni-
tenciario y carcelario actual es incompatible con un 
Estado social y democrático de derecho”.

“Como parte de una política criminal y carcelaria 
respetuosa de un Estado social y democrático de dere-
cho, las entidades del Estado, sin importar la rama a la 
cual pertenezcan, deben tomar las medidas adecuadas 
y necesarias para evitar un uso indebido o excesivo de 
las medidas de aseguramiento que impliquen la priva-
ción de la libertad de una persona. El Estado tiene que 
tomar todas las acciones que correspondan para evitar 
que sea una realidad el adagio popular según el cual 
‘la condena es el proceso’. Los abogados expertos en 



el litigio advierten que las medidas de aseguramiento 
mal administradas convierten el proceso penal en una 
manera de imponer una pena privativa de la libertad, 
hasta que se constate que no se pudo demostrar la cul-
pabilidad de la persona. Bajo el orden constitucional 
vigente el proceso penal no puede convertirse en una 
manera de imponer, de facto, una condena arbitraria a 
una persona”.

Informe sobre el uso de la prisión preventi-
va en las Américas 

“77. Como ya se ha mencionado, a lo largo de los 
últimos años la CIDH ha observado entre las causas 
de los altos índices de personas en prisión preventi-
va en la región: el retardo o mora judicial; la falta de 
capacidad operativa y técnica de los cuerpos policia-
les y de investigación; la falta de capacidad operativa, 
independencia y recursos de las defensorías públicas; 

pública; la existencia de legislación que privilegia la 
aplicación de la prisión preventiva; la falta de meca-
nismos para la aplicación de otras medidas cautelares; 
la inversión de la carga de probar la necesidad de apli-
cación de la prisión preventiva; la corrupción; el uso 
extendido de esta medida en casos de delitos menores; 

78. Asimismo, ha encontrado como factores que in-
ciden en el uso no excepcional de la prisión preventiva: 
las políticas criminales que con distinta denominación 

de la privación de libertad como vía de solución al fe-
nómeno de la delincuencia; y los desafíos relaciona-
dos con la actuación de la judicatura, tanto aquellos 
que tienen que ver con el respeto a la independencia 
de aquellas autoridades encargadas de la aplicación 
de la prisión preventiva, como de aquellos relativos a 
otros aspectos de la práctica judicial.

79. La Comisión Interamericana ha observado 
como una tendencia generalizada en la región el que 
muchos Estados han planteado como respuesta a los 
desafíos de la seguridad ciudadana, o al reclamo de 
la sociedad, medidas legislativas e institucionales que 
consisten fundamentalmente en un mayor uso del en-
carcelamiento de personas como solución al problema. 
Estas reformas legales, que a lo largo de la última dé-
cada han venido replicándose en los distintos Estados 
de la región, están orientadas a restringir o limitar las 
garantías legales aplicables a la detención de perso-

nas; potenciar la aplicación de la prisión preventiva; 
aumentar las penas y ampliar el catálogo de delitos 
punibles con pena de prisión; abstenerse de establecer 
medidas alternativas a la prisión y restringir el acceso 

legales propias del proceso de ejecución de la pena en 
las que el recluso progresivamente va ganando espa-
cios de libertad. 

(…)
ESTÁNDARES INTERNACIONALES RELE-

VANTES RELATIVOS A LA APLICACIÓN DE LA 
PRISIÓN PREVENTIVA 

A. El derecho a la presunción de inocencia y el 
principio de excepcionalidad de la prisión preventiva 

131. De todas las garantías judiciales propias del 
ámbito penal la más elemental es quizás la presunción 
de inocencia, expresamente reconocida sin salvedad ni 
excepción alguna por diversos instrumentos interna-
cionales de derechos humanos, tales como la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos (artículo 11.1), 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(artículo 14.2), la Declaración Americana (artículo 

132. Esta disposición atribuye a favor del acusado 
la presunción de que debe ser considerado inocente, y 
tratado como tal, mientras no se determine su respon-

-
tenido de la presunción de inocencia exige que la sen-
tencia de condena y, por ende, la aplicación de la pena, 
solo pueden estar fundadas en la certeza del tribunal 
acerca de la existencia de un hecho punible atribui-
ble al acusado. El juez a quien le corresponde conocer 
de la acusación penal tiene la obligación de abordar 
la causa sin prejuicios, y bajo ninguna circunstancia 
debe suponer a priori que el acusado es culpable. Esa 
presunción de inocencia es la que ha llevado al dere-
cho penal moderno a imponer como regla general, que 
toda persona sometida a proceso penal debe ser juzga-
da en libertad y que es solo por vía de excepción que 
se puede privar al procesado de la libertad (principio 
de excepcionalidad). En caso de resultar necesaria la 
detención del acusado durante el transcurso de un pro-
ceso, su posición jurídica sigue siendo la de un ino-
cente. Por eso, y como se reitera consistentemente en 
este informe, el derecho a la presunción de inocencia 
es el punto de partida de cualquier análisis de los de-
rechos y el tratamiento otorgado a las personas que se 
encuentran en prisión preventiva. 

133. En este sentido, la CIDH reitera que la Con-
vención Americana debe interpretarse de forma tal que 
sus disposiciones tengan un efecto útil, es decir, que 

fueron instituidas. En materia sustantiva, esto implica 
que su texto debe interpretarse de una manera que ga-
rantice que los derechos que consagra sean prácticos 
y efectivos, y no teóricos o ilusorios, lo que aplica tam-
bién al derecho a la presunción de inocencia (artículo 
8.2). Por ende, el respeto y garantía del derecho a la 
presunción de inocencia genera consecuencias muy 
concretas en la forma como el Estado ejerce su poder 
punitivo (ius puniendi). 

134. En los hechos, la observancia del derecho a 
la presunción de inocencia implica, en primer lugar, 
que como regla general el imputado debe afrontar el 
proceso penal en libertad. Lo que supone que la prisión 
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preventiva sea utilizada realmente como una medida 
excepcional; y que en todos aquellos casos en los que 
se disponga su aplicación, se tenga el derecho a la pre-
sunción de inocencia al establecerse las razones legí-

a los derechos humanos, la privación de la libertad 
previa a una sentencia, deber ser interpretada restric-
tivamente en virtud del principio pro hómine, según el 
cual, cuando se trata del reconocimiento de derechos 

persona, y cuando se trata de la restricción o supresión 
de los mismos, la interpretación más restrictiva. 

135. Del principio de presunción de inocencia se 
deriva también, como lo ha establecido la Corte In-
teramericana, “la obligación estatal de no restringir 
la libertad del detenido más allá de los límites estric-
tamente necesarios para asegurar que no impedirá el 

-
dirá la acción de la justicia. Pues la prisión preventiva 
es una medida cautelar, no punitiva”. De ahí la im-
portancia del criterio de razonabilidad, pues mantener 
privada de libertad a una persona más allá del tiempo 

-

pena anticipada 188. Adicionalmente, el propio artícu-
lo 7.5 de la Convención “impone límites temporales a 
la duración de la prisión preventiva y, en consecuen-

del proceso mediante esa medida cautelar”.
136. En efecto, cuando la detención previa al juicio 

se prolonga excesivamente aumenta el riesgo de que se 
invierta el sentido de la presunción de inocencia, pues 

-
vierte en una burla, dado que a pesar de su existencia 
como derecho, se está privando de la libertad a una 
persona todavía inocente, castigo severo que legítima-
mente se impone a los que han sido condenados. 

137. El respeto al derecho a la presunción de ino-
cencia exige igualmente que el Estado fundamente y 
acredite, de manera clara y motivada, según cada caso 
concreto, la existencia de los requisitos válidos de pro-
cedencia de la prisión preventiva.

(…)
Aplicación de otras medidas cautelares distintas 

de la prisión preventiva 
(…)

la comparecencia del imputado o evitar el entorpeci-
miento de la investigación, se considere la aplicación 
de las siguientes medidas: (a) la promesa del imputado 
de someterse al procedimiento y de no obstaculizar la 
investigación; (b) la obligación de someterse al cuida-
do o vigilancia de una persona o institución determina-

de presentarse periódicamente ante el juez o ante la 
autoridad que él designe; (d) la prohibición de salir 
sin autorización previa del ámbito territorial que se de-
termine; (e) la retención de documentos de viaje; (f) el 
abandono inmediato del domicilio, cuando se trate de 
hechos de violencia doméstica y la víctima conviva con 
el imputado; (g) la prestación por sí o por un tercero 
de una caución de contenido económico adecuada; (h) 
la vigilancia del imputado mediante algún dispositivo 
electrónico de rastreo o posicionamiento de su ubica-
ción física; (i) el arresto en su propio domicilio o en 

el de otra persona, sin vigilancia o con la que el juez 
disponga; o (j) la prisión preventiva, en caso de que las 

-
ción de la medida menos gravosa que sea idónea para 
evitar razonablemente el peligro de fuga o de entorpe-
cimiento de las investigaciones”. 

“El legislador tiene competencia exclusiva en la de-

tiene fundamento en la denominada cláusula general de 
competencia según la cual corresponde al órgano legis-
lativo “hacer las leyes”, lo que a su vez comporta la po-

-
ria penal el Congreso de la República tiene una facul-

ramos de la legislación y reformar sus disposiciones. La 
Corte ha reconocido el amplio margen con el que cuenta 
el legislador para determinar el contenido concreto del 
Derecho penal, en desarrollo de la política criminal del 
Estado, competencia en cuyo ejercicio le corresponde al 

-
tablecimiento del quántum de las penas, de acuerdo con 
la valoración que haga de las conductas punibles, la de-
terminación de los casos en los que, dadas determinadas 
circunstancias, pueden disminuirse o aumentarse las pe-
nas, y los procedimientos para tal efecto, todo ello den-
tro del marco de la Constitución, y bajo los principios de 



razonabilidad y proporcionalidad. Al respecto, esta Cor-
poración, ha señalado: Por consiguiente, en ejercicio de 

-
de adoptar –entre otras decisiones– las de criminalizar 
o despenalizar conductas, atenuar, agravar, minimizar o 
maximizar sanciones, regular las etapas propias del pro-

-
les, establecer o no la procedencia de recursos, designar 
las formas de vinculación, regular las condiciones de ac-
ceso al trámite judicial de los distintos sujetos procesales, 
etc. Sin embargo, como se dijo anteriormente, el alcance 
de dicha regulación no puede comprometer la integridad 
de los valores, principios y derechos establecidos por la 
Constitución”. 

VIABILIDAD CONSTITUCIONAL DEL PRO-
YECTO

, por medio de la cual se contemplan 

miembros de la fuerza pública de Colombia que han 
sido condenados y son procesados por conductas pu-
nibles cometidas en operaciones u operativos para el 
mantenimiento y el restablecimiento del orden público”.

PLIEGO DE MODIFICACIONES

-
les y tratamiento diferenciado para los miembros de la 
fuerza pública de Colombia que han sido condenados 
y son procesados por conductas punibles cometidas en 
operaciones u operativos para el mantenimiento y el 
restablecimiento del orden público.

CUADRO COMPARATIVO
Gaceta del Congreso

diferenciado para los miembros de la fuerza pública de Colombia 
que han sido condenados y son procesados por conductas punibles 
cometidas en operaciones u operativos para el mantenimiento y el 

restablecimiento del orden público.

Por medio de la cual se contempla  tratamiento 
diferenciado para los miembros de la fuerza pública de Colombia 
que son procesados o han sido condenados por conductas punibles 
cometidas en operaciones u operativos para el mantenimiento y el 

restablecimiento del orden público.
Artículo 1°. Objeto de la ley. Artículo 1°. Objeto de la ley. 

Artículo 2°. Ámbito de ley, interpretación y aplicación normativa. Artículo 2°. Ámbito de ley, interpretación y aplicación normativa. 

Artículo 3°.  Artículo 3°.  
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Gaceta del Congreso

Artículo 4°. Requisitos de elegibilidad para la Libertad 
Condicional.

Artículo 4°. Requisitos de elegibilidad para la Libertad 
Condicional.

Artículo 5°. 
condicional. 

Artículo 6°. Revocación de la libertad condicional.

Artículo 7°. Medidas de aseguramiento en establecimiento 
penitenciario de los procesados. 

Artículo 7°. Medidas de aseguramiento en establecimiento 
penitenciario de los procesados. 

Artículo 8°. Vigencia. 



TEXTO PROPUESTO AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 129 DE 2015 SENADO

por medio de la cual se contempla tratamiento diferen-
ciado para los miembros de la fuerza pública de Co-
lombia que son procesados o han sido condenados por 
conductas punibles cometidas en operaciones u opera-
tivos para el mantenimiento y el restablecimiento del 

orden público

 Objeto de la ley. 

Ámbito de ley, interpretación y aplica-
ción normativa.

  

Requisitos de elegibilidad para la li-
bertad condicional.

libertad condicional.

Revocación de la libertad condicional.

 7°. Medidas de aseguramiento en estable-
cimiento penitenciario de los procesados. 
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Vigencia

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
141 DE 2016 SENADO, 132 DE 2014 CÁMARA
por medio de la cual se regula el cobro del gasto 
prejurídico en los créditos educativos del Icetex.

por medio de la cual se regula el cobro del gasto pre-
jurídico en los créditos educativos del Icetex
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TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 
EN SENADO AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

141 DE 2016 SENADO, 132 DE 2014 CÁMARA
por medio de la cual se regula el cobro del gasto 
prejurídico en los créditos educativos del Icetex.

Adiciónese

Vigencia



CONSIDERACIONES DEL CONSEJO 
GREMIAL NACIONAL AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 35 DE 2015 SENADO

por medio de la cual se reduce la duración máxima 
de la jornada ordinaria de trabajo de las personas 

cabeza de familia.

por medio de la cual se reduce la duración 
máxima de la jornada ordinaria de trabajo de las per-
sonas cabeza de familia

por medio de la cual se reduce la duración máxima 
de la jornada ordinaria de trabajo de las personas ca-
beza de familia

por 
medio de la cual se reduce la duración máxima de la 
jornada ordinaria de trabajo de las personas cabeza 
de familia



G

Gaceta del Congreso

por 
medio de la cual se reduce la duración máxima de la 
jornada ordinaria de trabajo de las mujeres cabeza de 
familia. 

Por medio de la cual se reduce 
la duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo 
de las mujeres cabeza de familia. 



CONSIDERACIONES DEL SINDICATO  
NACIONAL  DE TRABAJADORES DE CHANEME 

NÚMERO 18 DE 2015 SENADO

por la cual se promueve el acceso al trabajo para per-
sonas con discapacidad y se dictan otras disposiciones.

 



G

Gaceta del Congreso

 

Por la cual se promueve el 
acceso al trabajo para personas con discapacidad y 
se dictan otras disposiciones

CONSIDERACIONES DEL SINDICATO DE 
TRABAJADORES DE NESTLÉ PURINA 

NÚMERO 18 DE 2015 SENADO 

por la cual se promueve el acceso al trabajo para per-
sonas con discapacidad y se dictan otras disposiciones.



Gaceta del Congreso 

Título del Proyecto: por la cual se promueve el ac-
ceso al trabajo para personas con discapacidad y se 
dictan otras disposiciones.

-

CONSIDERACIONES DEL SINDICATO 
NACIONAL DE SEGURIDAD SOCIAL AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 18 Y 011 DE 2015

Por la cual se promueve el acceso al trabajo para per-
sonas con discapacidad y se dictan otras disposiciones.



G

Gaceta del Congreso 

Título del Proyecto: por la cual se promueve el ac-
ceso al trabajo para personas con discapacidad y se 
dictan otras disposiciones.

-

CONSIDERACIONES DE LA ASOCIACIÓN 
DE TRABAJADORES DISCAPACITADOS DEL 
META AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 18 DE 

2015 SENADO

por la cual se promueve el acceso al trabajo para  
personas con discapacidad y se dictan otras  

disposiciones.





G

Gaceta del Congreso

Título del Proyecto: por la cual se promueve el ac-
ceso al trabajo para personas con discapacidad y se 
dictan otras disposiciones.

-



CONSIDERACIONES DEL SINDICATO 
DE TRABAJADORES DE CERÁMICAS SAN 

LORENZO, SINTRACESANLO, AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 18 DE 2015 SENADO.

por la cual se promueve el acceso al trabajo 
para personas con discapacidad y se dictan otras 

disposiciones.

Gaceta del Congreso

Título del Proyecto: por la cual se promueve el ac-
ceso al trabajo para personas con discapacidad y se 
dictan otras disposiciones.

-
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